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SEÑOR PRESIDENTE (Botana).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Pública tiene el agrado de recibir a representantes de la 
empresa constructora de carrocerías "Patriarca", señores Sebastián y Alvaro Quinteros. 


SEÑOR QUINTEROS (don Sebastián).- Agradecemos esta oportunidad para realizar nuestros 
planteamientos. Si bien es un tema un tanto complejo, creemos que es una actividad que se puede 
realizar en Uruguay como una forma de alentar la industria de la carrocería, industria que desde 1990 
no se moviliza en nuestro país. 


Desde hace cuatro o cinco años, con sacrificio y con ganas, y junto a un grupo de gente, estamos trabajando 
para reactivar esta industria. Vemos que hay buenas posibilidades para este sector de la industria automotriz, 
pues tenemos buen nivel de competencia con la región, principalmente con Brasil que es el máximo vendedor 


de carrocería de la región y, hasta hace un año, el único vendedor de carrocerías en nuestro país. Hace poco el 
mercado se abrió ante otra alternativa extranjera, China, pero reitero que hasta hace un año todo era de Brasil. 


Nosotros estamos entrando al mercado muy de a poco, básicamente, trabajando con empresas chicas no 
ingresamos al tramo de empresas grandes o de flotas, y lo hacemos por razones de costos, porque son 
empresas que pueden acceder a un coche nuevo gracias a que pueden obtener la carrocería a mitad de precio 
con respecto a las que llegan de Brasil. 


Nos vinculamos con muchas empresas del interior de pocos recursos; a veces con líneas poco rentables o que 
trabajan en base a subsidios, que tienen coches en excelentes condiciones pero con permisos que caducan por 
la antigúedad. Casi todas las empresas con las que hablamos nos hicieron referencia a la posibilidad de 
reencarrozar. 


El reencarrozado es una actividad que en nuestro país se hizo en otros tiempos. Para que se entienda un poco 
más, puedo decir que un ómnibus consta, básicamente, de dos partes principales: la motriz, que es el chasis 
motor, transmisión, ejes y ruedas y la carrocería, es decir, paredes, pisos, ventanillas, asientos, que es lo que 
nosotros construimos. 


Decía que las empresas nos plantearon volver a hacer lo que se hizo en otro tiempo y se sigue haciendo en 
otros países, es decir, reencarrozar. Se trata de utilizar el chasis que ya existe generalmente está en muy 
buenas condiciones mecánicas y montar una carrocería nueva. De esta forma se podrían extender los plazos 
de los permisos. 


Esta actividad no es nueva; la empresa CUTCSA la hizo hasta hace poco, pues tenía coches Leyland de 1956 
y de 1958, que fueron reencarrozados en 1970 los Banda Oriental, y que prácticamente estuvieron rodando 
hasta este año. 


Para el pasajero sería como un coche nuevo tendría piso y asientos nuevos y solo se mantendría la parte 
mecánica, que en el momento del reencarrozamiento se puede rectificar y cambiar por piezas nuevas todo lo 
que tiene que ver con los frenos, las ruedas, las cubiertas, dando posibilidades a otras ramas de la industria 
nacional. 


En Brasil, país productor de chasis y principal proveedor para América, también se reencarroza. En Argentina 
también se realiza esta actividad. 


Hemos hablado con gente de la empresa NOSSAR que nos decían que hasta hace poco llegaba a Tres Cruces 
un coche de línea, de 1976, de una empresa argentina, que en 1999 había sido reencarrozado con una 
carrocería de dos pisos. 


Pensamos que nuestra actividad es algo viable, más allá de los costos que implica traer un coche nuevo desde 
Brasil. Un chasis para un servicio urbano, con cuarenta asientos, puede costar US$ 60.000, 
aproximadamente, y que el costo para un micro puede ser de algo más de US$ 30.000. Estos son costos que 
permiten que el transportista ahorre, por ejemplo, si tiene un chasis Mercedes Benz de 1980 en excelentes 
condiciones, pues solo se trataría de rectificar algunas partes mecánicas, recambiar algunas piezas sobre todo 
las de seguridad, como los frenos y montar una carrocería nueva. Y si se tienen en cuenta los puntos que 
verifica el Subta, más del 70% del coche es nuevo. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Nos parece muy interesante lo que están planteando. 


En primer lugar, quisiera saber cuántos empleados tienen y en qué zona están. Sé que han traído algunos 
materiales, pero no los pude leer. 


Si no entendí mal, ustedes deben importar algunas cosas, por lo que quisiera saber cómo se realiza el 
plegamiento de chapas. 


Supongo que existe una ley que impide el reencarrozamiento. 


Quisiera saber cuál es el motivo principal de esta visita a la Comisión. 


SEÑOR QUINTEROS (don Álvaro).- Nuevamente, agradecemos la oportunidad que nos dan de 
expresarnos. 


En este momento, estamos trabajando nosotros dos básicamente y tenemos tres empleados directos. Algunas 
cosas las tercerizamos como, por ejemplo, la fibra de vidrio, con otra empresa que también es pequeña. Hay 
empleados en la parte metalúrgica. Es todo muy artesanal. Además hay un empleado que es pintor, que se 
dedica a la parte de pintura. 


Hay cosas que debemos importar. Por ejemplo, ahora importamos asientos de Argentina. Existen industrias 
nacionales que lo pueden hacer, más o menos al mismo costo. También importamos de Brasil algunos 
componentes mecánicos para el accionamiento neumático e hidráulico de las puertas y las bodegas. Pero si la 
industria nacional manejara mayor número de esos artículos se podría hacer acá al mismo costo. 


Yo trabajé tres años en Brasil, en San Pablo, en una compañía llamada MAFERSA, que construía vagones de 
tren, la cual hizo alrededor de seiscientos ómnibus, a pedido de la Municipalidad de San Pablo. Allí pude 
presenciar cómo era el sistema de construcción y aprendí mucho. Además, rescaté lo del reencarrozamiento. 
Allí llegaban ómnibus viejos, con quince o veinte años de servicios, a los que se les retiraba la carrocería y se 
les hacía chequeos mecánicos. Cuando se aprobaban esos chequeos se les armaba una carrocería nueva y el 
ómnibus pasaba a ser prácticamente nuevo. También se acondicionaba el salón y los asientos para el pasajero; 
se hacía un ómnibus nuevo. Esa fue mi experiencia, y creo que es importante poder implementarlo aquí. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Estoy leyendo que Uruguay no es un país productor de chasis y, sin embargo, 
Brasil sí, e igual autoriza el reencarrozado. La pregunta es si tenemos autorización por ley de 
reencarrozar. 


SEÑOR QUINTEROS (don Sebastián).- La limitante que hay en cuanto a ese tema la hemos 
encontrado por el lado del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en la Asesoría de Ingeniería de 
Transportes. No es que no esté autorizado, sino que no se reconoce menor antigiiedad a los vehículos. 
Por ejemplo, nosotros hemos reencarrozado vehículos siniestrados, pero siempre se mantiene el año del 
chasis para el permiso. Es decir, a un coche volcado del año 1999, nosotros le hacemos la carrocería 
nueva y queda 70% nuevo, pero sigue siendo del año 1999. O sea que no se reconoce años, como se 
hacía hace tiempo atrás. Por eso está esa experiencia. Es un tema que hay que reglamentar bien, 
porque en el momento en que se autorizó hubo una mala experiencia en el sentido de que se hacían 
reparaciones medianas y con eso se pretendía pedir los años. Por lo tanto, se tendría que reglamentar 
bien. Tienen que conocerse bien los parámetros y qué es lo que hay que recambiar para que, se pueda 
autorizar el reencarrozado sobre una base clara. Nuestra idea es que haya algo que lo limite, un tope 
por empresa, por cantidad de vehículos o que se autorice una vez sola el reencarrozado del mismo 
chasis, para no generar una cadena sinfín. 


Ahora contamos con los empleados mencionados, porque recién estamos ingresando al mercado. También 
estamos trabajando mucho en la parte de diseño. En el correr de este año vamos a diseñar una familia 
modelo, que va a andar en los siete modelos, lo que en el país no hubo nunca, ni siquiera cuando la industria 
carrocera estuvo andando a tope. Estamos hablando desde un minimicro para escolares hasta un micro de 
turismo, de minibuses urbanos y de ómnibus interurbanos y carreteros, a fin de atacar todos los transportes, 
ya que por lo reducido de nuestro parque no nos podemos dedicar a un solo tipo de transporte, y después 
tenemos la idea de exportar. 


Hay que aclarar que la industria automotriz siempre lo recalco es la que más puestos genera, porque mantiene 
casi todos los procesos en forma artesanal. No se puede automatizar el armado de un ómnibus, por muchas 
razones, por ejemplo, porque va sobre diferentes chasis, porque los clientes muchas veces quieren cosas que 
deben hacerse a mano como, por ejemplo, determinada carrocería, que en vez de mecánica Mercedes sea 
Scania, que tenga tres puertas en vez de dos, o más o menos bodega y asientos. Estamos tratando, a medida 
que crezcan el mercado y las ventas, de empezar a nacionalizar los productos que importamos. Hay mano de 
obra para hacerlo. A veces es una cuestión de volumen. Ya estamos trabajando para que los asientos se 
puedan hacer acá. La idea es que el moldeo de espuma, el resorte de mecanismo y el tapizado también se 
hagan acá. Los componentes para los neumáticos también se podrán hacer en el Uruguay. El objetivo final es 
que el ciento por ciento del coche se haga aquí. Ni qué hablar de que las materias primas vienen en bruto, 


porque el país no genera hierro; no tenemos yacimientos, pero estamos haciendo el galvanizado del hierro. 
Además, se hace el laminado y el plegado de chapas, todos los moldeos de fibra de vidrio y el matrizado. En 
cuanto a lo que es madera, las placas son nacionales. Hasta hace unos pocos años no había, pero hace cuatro 
años la forestal de Tacuarembó está haciendo placas de madera, que son las que se usan a base del piso. El 
piso y los tapizados los desarrollamos acá; lo que es cuerina se realiza en el país. El vidrio, el templado y el 
cortado se realiza acá, al igual que todo el sistema de pintura interior en los caños, que es pintura 
electroestática. Esto genera mano de obra tanto directa como indirecta. Capaz que no se refleja tanto en la 
planta de montaje, porque se trata de montar la carrocería, pero a su alrededor hay empresas indirectas que 
realizan el trabajo. 


SEÑOR SILVA.- Me parece muy interesante la idea, pero quisiera saber si ya tiene un estudio de 
mercado, y a qué porcentaje de la flota que maneja el Uruguay podrían apuntar. |[Plantearon que han 
trabajado en el interior y me gustaría saber en qué zonas. Supongo que si importan de Brasil, cuanto 
más cerca de la frontera estén, se abaratarán los costos. 


¿Cuánto puede significar un vehículo reencarrozado comparado con un vehículo nuevo? Además, ¿qué opina 
el Subta? ¿Han tenido algún contacto? ¿Han pasado bien las pruebas? 


Por último, me gustaría saber si tuvieron algún contacto con la OPP o algún otro organismo del Estado. 


SEÑOR QUINTEROS (don Sebastián).- El estudio del mercado en lo nacional lo hacemos persona a 
persona con casi todas las empresas para conocer sus expectativas. 


En cuanto al precio, diría que casi todas las empresas podrían comprar nuestros productos. Como comentaba, 
a nivel de carrocerías estamos a un 50% de Brasil y a casi un 40% menos que las chinas, con las deficiencias 
que tienen estas últimas. 


Nosotros hicimos un cálculo que puede interesar a nivel de impuestos. Hay un parque nacional de ómnibus 
de línea, ómnibus de línea urbana del interior, ómnibus urbanos de Montevideo, minubuses de turismo y 
escolares que comprende casi unos ocho mil vehículos. Si se pretendiera renovar alrededor de un 15% de la 
flota por año esta fue una de las iniciativas del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, eso representaría 
algo más de dos mil vehículos. Si nosotros abarcáramos un 30% de lo que se pretende renovar representaría 
trescientos sesenta vehículos por año y, a nivel de impuestos, esto estaría generando unos US$ 3:000.000. Si 
traemos los vehículos del exterior no se generan impuestos porque las carrocerías vienen exoneradas. 


Lo único que nos equipara con la carrocería importada es el "leasing", que nos exonera de IVA. Si vendemos 
una carrocería nacional al contado tenemos que venderla con IVA y una carrocería extranjera no. Esta es una 
limitante que con el sistema del "leasing" venimos sobrellevando. Sin embargo, es importante saber que esta 
actividad genera impuestos en el país. 


Con respecto a contactos con otras dependencias del Gobierno, no hemos tenido ninguno. Estamos tratando 
de llevar este tema a las demás empresas. 


En cuanto a comparar un coche nuevo con uno reencarrozado, quiero decir lo siguiente. Por ejemplo, un 
coche para una línea interdepartamental de 200 kilómetros más o menos, con un chasis Scania, cuesta unos 
US$ 75.000, y una carrocería como para ese coche con cuarenta y dos asientos con baño, que es lo normal, en 
Brasil cuesta alrededor de US$ 120.000. Estamos hablando de que un coche completo cuesta casi 

US$ 200.000. Si acá se reencarrozara un chasis Scania de 1992 de los que hay más, cuando se hizo la 
renovación anterior, se estaría ahorrando US$ 70.000 de chasis. En nuestro caso, una carrocería 
interdepartamental de cuarenta y dos asientos, con impuestos incluidos, la vendemos en algo más de 

US$ 50.000. Es un costo bastante menor para las empresas. 


Debemos resaltar que de todos los transportistas del país a ninguno le gusta tener coches viejos ni mal la 
flota; no la renueva por un tema de limitación económica. 


SEÑOR ABT.- Hoy dijeron que los coches antiguos que estaban en buen estado empezaban a tener 
problemas por las habilitaciones debido a la antigiúedad de sus chasis. Si un coche nuevo de planta 


tiene una habilitación de veinte años, un coche que utiliza un chasis antiguo ¿cuántos años de 
habilitación se le autoriza en los países que pueden circular chasis antiguos? 


SEÑOR QUINTEROS (don Sebastián).- Generalmente, en algunos países se hace un "mix": se suman 
los años del chasis más los de la carrocería y se divide en dos. Si un chasis tiene veinte años y la 
carrocería cero, se dan diez años más. En el caso de Argentina se daba casi hasta un 70% más de años. 


Generalmente nunca se vuelven los permisos a cero, pero se da una cantidad importante de años para 
justificar la inversión del transportista sobre esa carrocería. 


Me quedó una pregunta pendiente en cuanto al tema Subta. 


Nosotros realizamos todas las carrocerías bajo la reglamentación de la ingeniería de transporte y salen 
adaptadas a las normas nacionales en cuanto a distancia entre asientos, altura, pasillos, peso, etcétera. Por lo 
general, nuestras carrocerías no tienen problemas para pasar los controles del Subta, aunque a veces puede 
haber alguna observación puntual por diferencia de criterios, pero no hay mayor problema. Digo esto porque 
algunas carrocerías del exterior han tenido problemas con su altura. Eso constituye un contratiempo para 
quien la compró porque a veces hasta está pagando las cuotas del "leasing" y no la tiene habilitada porque se 
pasó de peso o de altura. Hace poco vino un coche de turismo de US$ 300.000 pasado diez centímetros de 
alto y se tuvo que modificar el aire acondicionado que estaba en el techo porque estaba excedido de los 4,20 
metros permitidos. Por ese lado, tenemos más facilidades para adaptar nuestras carrocerías al servicio 
nacional. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Hemos comprendido el planteo, pero me gustaría precisarlo más. Me da la 
sensación de que tienen una perspectiva muy buena en tanto se conozca esta actividad; me parece que 
esto se conoce poco en el país. 


Nosotros podríamos establecer contactos con el Ministerio para ver si se puede mejorar la ley porque si 
alguien arreglara su vehículo también le gustaría adelantar en años. Seguro que puede haber problemas con la 
resistencia de los materiales, con la carrocería, etcétera. De todos modos, me parece que tienen un terreno 
muy fértil en la medida en que se conozcan las ventajas y la diferencia de precio. 


Hemos tenido problemas con el tema de los coches escolares, con los asientos y los cinturones de seguridad. 
No sé si han ofrecido alguna cobertura y no sé qué grado de desarrollo ha habido. Esta es una exigencia de 
seguridad que es elemental para nosotros, aunque reconocemos las dificultades para instrumentar estas 
medidas. 


Quisiera saber si hay algo pensado para la discapacidad y todo el tema de las plataformas. Esto sería muy 
bueno para los vehículos nacionales e importados. 


Por último, me gustaría conocer si son capaces de hacer estos trabajos en los vagones, porque se avecinan 
situaciones de mejoras en vagones de pasajeros, algo que no difiere para nada con un ómnibus. Hemos visto 
que los trenes que tenemos son muy buenos, con asientos pullman y demás, pero están muy deteriorados por 
el abandono. 


Habría que hablar con el Ministerio, pero creo que las mejoras no serían demasiado esenciales como para que 
esta industria en general pudiera prosperar; eso es muy importante por los lugares de trabajo que puedan 
ofrecer. Me da la sensación de que, por un lado, el tema del IVA no les sirve, pero, por otro, el "leasing" sí, o 
sea que tampoco es un problema muy serio. Entonces, los integrantes de la Comisión intercambiaremos 
opiniones con el Ministerio. 


Además, me gustaría tener más información porque podríamos interceder por el tema del transporte escolar. 
Nos han planteado que en algunos casos los vehículos que vienen del exterior son muy caros para poder 
cumplir con los requerimientos. Por lo tanto, creo que podemos hacer una labor de intercambio y de difusión 
en esta cuestión. 


Además, quisiera saber si son una S.R.L., una S.A. o una cooperativa porque, a veces, en los hechos pueden 
ser una cooperativa y en lo legal una S.R.L. o una S.A. Me parece que el tema legal no es menor por la 


incidencia que tiene en el funcionamiento. 


SEÑOR QUINTEROS (don Álvaro).- Nosotros estamos trabajando con los transportistas de escolares 
y tenemos diseñado en parte un vehículo único que queremos tratar de implementar reduciendo costos 
para que todos los transportistas de escolares puedan acceder a él. Los reclamos de los transportistas 
tienen que ver con que los vehículos traídos del exterior básicamente de Brasil son caros, además de 
que los que adquieren en plaza, tipo camionetas, son de dimensiones reducidas y muchas veces no 
cumplen con las normas de seguridad. 


En ese vehículo en el que estamos trabajando, más allá de que puedan acceder todos los transportistas, 
queremos que haya un estándar de normas para cumplir con el transporte escolar. Por ejemplo, cinturones de 
seguridad, lo que tiene ver con la disposición de asientos, los estándares de construcción de asientos, cómo 
tienen que ser las dimensiones, el salón, la jaula de seguridad, los indicativos, la forma en que tiene que estar 
pintado el vehículo, los accesos al vehículo, de qué lado tienen que estar las puertas y en qué lugar. Estamos 
trabajando en eso. Posiblemente ya definamos el vehículo, los costos y las dimensiones estándar. La idea es 
que este vehículo llegue a todos los transportistas de escolares a un precio accesible. 


En cuanto a los discapacitados, siempre nos llamó la atención que en otros países, sobre todo de Europa, cada 
tantos vehículos de la flota hay un porcentaje que tienen la capacidad de adaptarse a los discapacitados. 
Nosotros también hemos averiguado por los ómnibus de piso bajo, con las rampas para sillas de ruedas. No 
tenemos un desarrollo propio de rampas, pero sí hemos desarrollado un vehículo capaz de adaptarse a una 
rampa. También nos llama la atención que no haya ómnibus de piso bajo para el transporte urbano. Creo que 
recién ahora CUTCSA trajo dos o tres, que son chinos, pero acá no se utiliza el ómnibus de piso bajo. La idea 
es desarrollar un modelo de piso bajo. 


Estamos trabajando en eso y pensamos que sería bueno que se exigiera que un porcentaje de la flota tenga 
esas características. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, voy a hacer algunos comentarios. 


El Presidente de ASTRAPIN Asociación de Transportistas de Pasajeros del Interior, gremial que nuclea a más 
de quinientos ómnibus del interior de la República, el señor Dardo Rodríguez Realán, me llamó para expresar 
su interés en que prestáramos atención a la exposición que iban a realizar en la Comisión los representantes 
de la empresa "Patriarca". Luego de escuchar la exposición del tema, creo que vale la pena trabajar en él. Me 
parece que es una demanda interesante. 


El Uruguay, allá por la mitad del siglo pasado, trabajó mucho en el proceso de sustitución de importaciones y 
protegió a la industria local, y lo hizo en exceso, encareciendo todo lo que era la producción nacional y 
haciendo que el país perdiera competitividad; una pérdida de competitividad que después nos afectó 
enormemente en los años posteriores. Nuestro consumo se volvió escaso y caro y nuestra capacidad de 
exportar absolutamente nula. Después, nos pasamos al otro extremo y hemos abierto en exceso la economía 
nacional. Lo hemos hecho a tal punto que ni siquiera le estamos dando a los locales los mismos privilegios 
que le damos a los que importan. 


Nuestro sistema de precios de cuenta fue actualizado, más que por el interés en el comercio exterior, por 
alguna cuestión vinculada a lo que era el seguimiento de indicadores, pero ni nuestro Ministerio de Economía 
y Finanzas ni el de Relaciones Exteriores han trabajado sobre los precios de cuenta o sobre los precios 
económicos. Esto quiere decir que el tema de la intención de proteger el trabajo local es una cuestión que 
hace muchísimos años que en el Uruguay viene quedando de lado y no hemos visto ningún tipo de cambios 
en este sentido. Por eso, creo que es muy importante que empecemos a reflexionar sobre este tipo de 
propuestas que nos hacen en el día de hoy. 


Yo veo tres campos para esto. Un tema es el de los permisos del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
Nuestro Ministerio de Transporte y Obras Públicas continúa una línea en la que todo lo que sea igual o 
similar al plano del original importado es automáticamente habilitado y todo lo que sea diferente tiene que 
pasar por un proceso engorroso, con enormes dificultades. Además, Uruguay no cuenta con mecanismos 
rápidos para medir resistencias u otro tipo de indicadores que hacen a la seguridad y a la calidad de los 


vehículos que se están fabricando. Entonces, la tendencia de los ingenieros es a copiar lo que viene de los 
modelos aprobados en las fábricas. 


Tal vez sería bueno que nuestro Ministerio de Transporte y Obras Públicas atendiera esta primera parte, 
porque nadie compra un vehículo para complicarse en el futuro. Entonces, aquí ya tendríamos una primera y 
enorme dificultad: la gente que adquiere un vehículo siempre va a preferir uno que pueda revender en el 
futuro y que no le traiga complicaciones a la hora de obtener permisos para trabajar y para poder 
comercializarlo. 


Por lo tanto, seguramente tendremos que ver el tema de la habilitación para reencarrozar, que es interesante. 
Aquí habría que proponer al Ministerio de Transporte y Obras Públicas algún mecanismo por el cual el chasis 
se separe de la carrocería y se exija una antigiledad al chasis y otra a la carrocería, porque hoy existen 
elementos tecnológicos que nos permiten hacer los debidos registros e independizar una cosa de la otra, y eso 
puede figurar en la información que está en la libreta. En definitiva, es un dato más; no es más que eso. 
Perfectamente, podríamos independizar una cosa de la otra a la hora de hacer los controles y controlarlos por 
separado. Sin dudas, tendríamos un mecanismo que alentara la posibilidad de adaptación de estos vehículos y 
el trabajo nacional. Aquello de andar sacando índices y promedios, que son siempre arbitrarios, realmente es 
cosa del pasado, que ya está perimida. Entonces, tendríamos que invitar a esta gente del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas a reestudiar este tema. 


Nos quedan algunas cuestiones. 


El tipo de cambio está empeorando su relación con respecto a Brasil. Esto va a desfavorecer un poco lo que 
son las ventajas cambiarias que hoy tenemos en el tema y, al mismo tiempo, las ventajas de costos. De 
cualquier modo, el país debe plantearse algún régimen de preferencias. Inclusive, me gustaría que los 
interesados nos dieran una perspectiva de los costos que tiene el importado y el nacional; cuánto es el IMESI 
que pagan los importados; cuáles son los costos de introducción que tienen los importados, si ellos justifican 
algún tipo de ventaja para el trabajo nacional, y cuáles son los impuestos que tenemos. Uruguay tiene toda 
una tradición de no exportar impuestos. El tema es si a la hora de importar tenemos el mismo criterio: si 
somos capaces de dar algún tipo de preferencia a lo nacional para sustituir a lo importado que justifique el 
trabajo nacional que se genera y el incremento del consumo local que engendra el trabajo nacional. 


Por último, habría que ver alguna cuestión de costos, estos que dije, más alguna posibilidad de estudiar algún 
tipo de exoneración al trabajo nacional en los aportes patronales al Banco de Previsión Social, como sucedió 
con el taxímetro, que tiene un régimen de ventajas en ese sentido. A pesar de la homogeneización que se hizo 
en la reforma tributaria, hubo algún sector que fue privilegiado. Tal vez, en este caso, esta industria que 
puede nacer en el Uruguay, que tiene como base más que nada la artesanía y la inteligencia de los nacionales, 
pueda tener algún aliento de este tipo. 


Además, me gustaría preguntarles cuáles son las capacidades financieras con las que cuentan ustedes como 
para ir adelante en el negocio y si tienen la posibilidad de ofrecer determinada permanencia que implique que 
el que va a reparar o cambiar un ómnibus dentro de diez, quince o veinte años, tenga un mínimo de certezas 
de que va a poder hacerlo en la misma empresa o que esta empresa le da determinadas garantías de 
permanencia como para atender los requisitos a futuro. Eso implica capacidad financiera, un respaldo o un 
armado empresarial que, por los bajos costos que tiene y por el compromiso de sus titulares, haga que deban 
y puedan permanecer trabajando en el sector durante varios años. 


SEÑOR QUINTEROS (don Sebastián).- En cuanto al tema de la permanencia de nuestra actividad, 
hoy en día nos estamos financiando con las ventas por "leasing". El Banco nos confecciona una carta 
de crédito y tenemos un organismo que nos aporta capital de trabajo, que es SAINDESUR, que a su 
vez trabaja con la Corporación Nacional para el Desarrollo. Ellos nos financian parte del monto para 
construir la carrocería, y si nosotros la entregamos contra la carta de crédito, ellos cobran el capital 
aportado más los intereses. En ese sentido venimos trabajando y es un acuerdo que nos sirve. 


Nuestra idea es terminar la planta de montaje para fines de 2009. Va a ser una línea de producción en cadena, 
que acá nunca hubo para la construcción de carrocería. Estamos implementando un nuevo sistema de 
construcción de carrocerías que nos permitirá mayor rapidez de armado y, si todo sale bien, la terminación de 


un coche por día. Habrá diez estaciones de trabajo, lo que quiere decir que se pueden poner diez coches en la 
línea. 


También estamos enfocados a lo que es la exportación. Si bien la idea es trabajar con el mercado interno, 
estuvimos explorando un poco el mercado de exportación. Hemos visto buena disponibilidad en Chile y en 
Perú, y también algo en Costa Rica. Por ejemplo, en Costa Rica se aprobó que el ciento por ciento de la flota 
tenga rampa para discapacitados. Esta es una de las últimas normativas aprobadas. 


Acá se intentó implementar el coche con piso bajo en las unidades urbanas, pero teníamos una limitación por 
parte de la Intendencia, que ahora se está reviendo, y era respecto de la posición de la segunda puerta, que 
hace unos años se trasladó detrás del eje trasero por una cuestión de seguridad. El piso bajo de los coches se 
extiende desde la puerta delantera hasta adelante del eje trasero y tienen el motor en la parte de atrás. Debido 
a la normativa mencionada, entonces, no tenía sentido un coche de piso bajo, porque tendría que tener un 
piso plano hasta la mitad del coche y subir dos o tres escalones para poder bajar por la puerta trasera detrás 
del eje trasero. Esto es imposible para una persona con dificultad y, a su vez, complica el sistema de 
transporte porque va hasta la mitad del coche y debe bajar por adelante. Ahora se está reviendo la posición de 
la puerta trasera, y que entre las dos puertas haya un pasillo sin escalones que permita la mejor circulación. 
Son unos coches que va a traer CUTCSA para una línea céntrica Tres Cruces-Centro que se va a 
implementar. 


En definitiva, esa era la limitante de los coches de piso bajo, y es algo que se puede hacer sin problemas en el 
país. Eso por un lado. 


Por otra parte, si bien es bueno tener igualdad de condiciones con los coches importados, algo que 
aprendimos yo soy joven pero he estado mucho en el tema es que acá, cuando se protegió a la industria y se 
limitó la importación de carrocerías, los que estaban en la actividad no invirtieron en sus productos, se 
dejaron estar, porque no tenían competencia. A la larga, eso llevó a que aumentaran sus costos y no pudieran 
cumplir con la demanda porque no invirtieron en la producción. Cuando se abrió el mercado, no pudieron 
competir. Por ejemplo, el mercado brasileño produce treinta coches por día. Fue imposible competir. No 
queremos caer en eso y por esa razón estamos invirtiendo, para tener una amplitud en los modelos y una línea 
de montaje que, si todo va bien, se podrá ampliar la producción, y así depender tanto del mercado interno 
como del externo. De esa forma, no quedaremos fuera de competencia. 


Además, la idea también es abrir la cancha y que no seamos solo nosotros los únicos encarrozadores. Lo que 
estamos tratando, que resulta lo más difícil, es entrenar personal. Eso es lo más complicado. Hay gente del 
sector metalúrgico que trabajó en otras cosas en calderas o en partes navales y no está muy acostumbrada a 
los ómnibus, pero sabe lo que es un fierro y lo que es soldar. Y ojalá que haya más empresas. Lo que 
garantiza nuestros costos es que no pertenecemos a un grupo económico al que debamos dar ganancia; con 
que nos alcance para vivir, ya está. 


En cuanto a la otra pregunta, básicamente somos empresas unipersonales en sociedad de hecho y estamos 
viendo si en un futuro se puede registrar la empresa como S.R.L o cooperativa. No respondemos a capital 
alguno que exija aportar ganancias, lo cual nos implicaría mayores costos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas agradece la 
interesante exposición y queda comprometida a trabajar con ustedes, en la medida en que lo requieran, 
para buscar algunos regímenes de ventaja o, al menos, de justicia con el trabajo nacional en esta área. 


(Se retira de Sala la delegación de la empresa Patriarca) 
(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Único Portuario y Ramas Afines, SUPRA) 
——- La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas tiene el honor de recibir en el día 


de hoy a una delegación del Sindicato Único Portuario y Ramas Afines, SUPRA, integrada por los 
señores Ricardo Suárez, Miguel Panizza, Alvaro Llanes, Carlos Bastón y Gastón Pereira. 


Tenemos avidez por escuchar vuestro planteo acerca de la posición que mantienen sobre la segunda Terminal 
de Contenedores, que se encuentra en la etapa previa al proceso de licitación. 


SEÑOR SUÁREZ.- Agradecemos a los señores Diputados por recibirnos en el día de hoy; como bien se 
ha dicho, hemos realizado algunas visitas a la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras 
Públicas de la Cámara de Representantes como a la Comisión de Transporte y Obras Públicas del 
Senado. 


Hoy venimos como integrantes de SUPRA es algo que queremos remarcar porque seguramente ayudará a la 
comprensión de los planteos; teóricamente, en los últimos tiempos los trabajadores portuarios tenían un 
sindicato de carácter estatal, SUANP, y algunas agrupaciones de trabajadores privados que luchaban por 
abrirse camino en la difícil tarea de crear sindicatos. 


Actualmente, los trabajadores portuarios estamos agremiados en un solo sindicato. Por lo tanto, lo que 
digamos respecto a estos temas es fruto del análisis y discusión de todos lo trabajadores. 


Aprovecho para decir que el señor Álvaro Llanes es representante de Terminal Cuenca del Plata, el señor 
Carlos Bastón es representante de los trabajadores de MONTECOM S.A., el señor Miguel Panizza es 
representante de los trabajadores de GERTIL S.A., el señor Gastón Pereira es representante de ESTIBAMAR 
S.A., y quien habla es trabajador de la Administración Nacional de Puertos. 


A raíz de la intención del país de realizar la segunda terminal en el puerto de Montevideo existe un debate y 
un proyecto de ley elaborado por la Administración Nacional de Puertos si no estoy mal informado que el 
Presidente ha remitido al Parlamento. 


Con respecto a este proyecto, el punto crucial es si se concreta o no, y cómo se hace la segunda terminal en el 
puerto de Montevideo. 


Lo primero que tenemos que decir es que son dos las líneas de preocupación que tiene el sindicato. Una que 
tiene que ver con el negocio de los contenedores y cómo quedaría posicionado el país en este tema, y la otra 
tiene relación con las garantías que deberían tener los trabajadores en todos estos emprendimientos. 


Partimos de la base de que la primera contradicción que vemos, o por lo menos no nos queda claro el 
accionar del Gobierno, del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, es que, por un lado, se abre una 
discusión respecto a si hay que construir o no la segunda terminal y, por otro, surge una serie de proyectos 
portuarios que escapan a esta discusión. Concretamente, nos referimos al hecho de que el Ministerio haya 
realizado consultas a un grupo empresarial español para la concreción del puerto de aguas profundas de La 
Paloma, la reciente autorización para el emprendimiento de Río Tinto, las autorizaciones a ENCE y 
PORTUCEL posiblemente para que construyan sus muelles; podríamos seguir enumerando porque hay varios 
proyectos portuarios en la vuelta, pero no lo vamos a hacer. 


Lo primero que decimos los trabajadores es que cuando se comienza la discusión en este período de 
Gobierno, firmemente se planteó trabajar como una unidad el sistema nacional de puertos y como una 
política de país, basado en un sistema portuario en el que las cosas confluyeran en un estudio en función del 
país productivo que se planteaba. Vemos con asombro cómo cada vez más en el país productivo no decimos 
que sea contradictorio la logística va tomando mayor importancia. No decimos que la logística no sea 
importante obviamente que lo es, pero nos parece que a veces el fin es la logística, por ejemplo, Río Tinto, 
que no es un emprendimiento productivo de Uruguay, sino que se trata de generar facilidades para que una 
serie de cargas salga rápidamente de nuestro territorio. 


Nos parece que esa polémica no se está dando. En el Estado, en la Administración Nacional de Puertos hubo 
y hay una serie de inversiones que, precisamente, hacen a la necesidad de desarrollar zonas y facilitar 
producciones, pero que muchas veces surgen otros emprendimientos que se contraponen con el análisis de un 
sistema portuario en el que la Administración, el ente debería ser motor de todo esto. A uno le asombra 
comprobar que, por un lado, la Administración Nacional de Puertos discute con el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas determinados emprendimientos portuarios y, por otro, el Ministerio, en forma unilateral, lanza 
proyectos, uno tras otro. 


Esta es una política que hemos criticado antes y que seguimos criticando ahora. No nos parece que se haya 
cambiado en ese sentido. 


Creemos que hay cosas que hay que hacer en forma urgente. Los puertos comerciales del país los debe 
manejar la propia Administración. Si se va a hablar de un puerto de aguas profundas en el Puerto de La 
Paloma y si se están haciendo modificaciones allí, entonces, ya se tendría que haber designado este proyecto 
a la Administración Nacional de Puertos y trabajarlo allí en conjunto con los otros emprendimientos, por una 
cuestión de lógica, de ordenamiento y de planificación de país. 


También nos parece que no se puede largar un proyecto en Río Tinto, que tiene sus consecuencias. Ahora 
deberíamos estar analizando fuertemente creo que se está haciendo si ese proyecto va a ser en carácter de 
puerto libre o de zona franca. Son las diferencias sustanciales para el país. Creo que todo eso se debería hacer 
dentro de un marco, en conjunción con un ente que está llamado a trabajar en ese sentido y que tiene por ley 
la necesidad de fomentar el desarrollo portuario y cobijar todos estos emprendimientos. 


En cuanto al tema específico de la terminal de contenedores, quiero decir que los trabajadores portuarios no 
nos vamos a pronunciar no es nuestra intención en torno a si debe haber una segunda terminal de 
contenedores. Estamos de acuerdo con que el negocio portuario tiene un crecimiento sustentable y 
permanente, más allá de las crisis. También es cierto que desde el arranque se establecieron algunos puntos 
prioritarios para el Gobierno, para los planes y creo que se consensuaron en torno a qué cosas podríamos 
hacer en el corto plazo, qué inversión del Estado podríamos hacer para descongestionar un poco y facilitar el 
movimiento portuario. De ahí surgen algunos proyectos. Lo primero que nos parecía lógico era 
descongestionar el Puerto de Montevideo. Para eso se propuso trasladar la flota pesquera hacia Capurro y 
crear un segundo muelle, una alternativa en un muelle C de aguas profundas, polivalentes, pero que permitía, 
a su vez, por profundidades y sedimentación poner nuevos pórticos y generar espacios para acopio y 
movimiento de carga. 


Nos parecía que este proyecto, conjuntamente con el emprendimiento que estaba haciendo TCP de extender 
su muelle que era un poco más amplio de lo que le marcaban las propias pautas cuando se les entregó la 
playa iba en un sentido, que era una buena y correcta inversión del Estado, así como el estiramiento del 
muelle de Fray Bentos, la ampliación del muelle de Nueva Palmira y la creación de la terminal de pasajeros 
en Colonia. De golpe surge la polémica lanzada desde la Administración Nacional de Puertos por el 
Presidente Puntigliano de hacer una segunda terminal de contenedores. En ese momento, nos cambia el eje a 
todos, y a los trabajadores nos empieza a preocupar. Primero porque las empresas empiezan a estar unas a 
favor y otras en contra, lo que podría generar consecuencias directas sobre la mano de obra. Pero el primer 
problema que nos planteamos los sindicatos estamos acostumbrados a tratar también los temas, o intentamos 
hacerlo, no solo en la ecuación trabajo sino también en la del país todo, del país que queremos es 
preguntarnos qué cambió, qué le cambió al Ministro Rossi, qué le cambió a la Administración, que le cambió 
a la Administración de izquierda que está en el Gobierno y qué le cambió a los otros legisladores para hacer 
esto. 


Ustedes saben que en el año 2002, a través de la ley de urgencia, luego de un largo período de discusiones en 
el país, donde hubo coimas de por medio y licitaciones fracasadas, se decide buscar un mecanismo para crear 
una sociedad anónima y rematar lo que hoy es TCP, Terminal Cuenca del Plata, la primera terminal 
especializada de contenedores que tenía el Puerto de Montevideo. 


A esta Comisión concurrió el Ministro Lucio Cáceres, y el señor Rossi como Diputado, del otro lado, le 
preguntó por qué el país iba a entregar un negocio tan productivo en un porcentaje tan alto a capitales 
privados. Esa misma pregunta es la que traemos hoy. ¿Por qué vamos a entregar de manera total el negocio 
de contenedores a manos privadas? ¿Por qué el país va a decidir con la creación de la segunda terminal 
definitivamente liquidar el negocio de contenedores en manos del Estado y borrarlo de todo vestigio de 
participación que pueda tener? Esta es la decisión que se está tomando. No se está tomando una decisión 
sobre si se hace una segunda, una tercera o una cuarta terminal de contenedores. Se está decidiendo si el 
Estado no maneja más contenedores en nuestro país. Esa es la decisión que se está tomando. ¿Por qué? 
Obviamente, cuando se planteó la polémica de la entrega o el remate de la terminal especializada de 
contenedores, que hoy es Terminal Cuenca del Plata, el sindicato portuario, contrario a lo que se dijo por ahí, 
no se negó a que una empresa privada tuviera una terminal de contenedores. El argumento madre del 
sindicato portuario era el siguiente. Si los capitales privados y el Gobierno entienden que tiene que haber una 
segunda terminal de contenedores, que la hagan. No queríamos que se rematara la terminal que tenía el 
Estado, que era la testigo y la que permitía el control de los monopolios, la libre circulación y la competencia 
entre empresas. En aquel momento decíamos: "Quedémonos con esta terminal, invirtamos en una segunda 


grúa pórtico" que teníamos presupuestada "y que los privados hagan una segunda terminal". Esa fue la 
polémica que se dio en aquel entonces. Los mismos legisladores que hoy están emitiendo opinión de la 
necesidad de que haya una segunda terminal y que el Estado no tuviese participación, decían eso. 
Empezamos a juntar firmas y a pelear porque entendíamos que el Estado tenía que resguardar esa terminal de 
contenedores; pero no fue así. 


Entonces ¿qué cambió ahora? Que hoy el Estado ya no tiene una terminal de contenedores. Si se entrega la 
segunda terminal de contenedores, el Estado queda sin ninguna posibilidad de mover contenedores. 
Podremos hacer un muelle esto lo decimos hoy para mover algunos granos o mercancías menores, pero todos 
sabemos que el negocio de los contenedores es el negocio del país. El negocio portuario del país son los 
contenedores. 


Muchas veces se incurre en el error de decir que cuando se entrega una terminal se intenta captar los 
tránsitos. Por supuesto, el tránsito es la parte grande del negocio. Pero cuando se entrega el movimiento de 
contenedores también se entrega el movimiento de las importaciones y exportaciones, que mayoritariamente 
salen en contenedores. No se olviden que en la composición que hoy tenemos del movimiento de 
contenedores hay un 50% que obedece a tránsito y un 50% a las cargas de importación y exportación del 
país. Pues, esa llave es la que estamos entregando. De esta forma, todas las cargas contenerizadas del país 
saldrán por terminales privadas. 


Un llamado de atención se dio cuando hubo que apretar las clavijas al Consorcio Cuenca del Plata para 
decirles: "Señores, se les pasaron los plazos. Ustedes tendrían que haber hecho una extensión de muelle y 
tendrían que haber traído una segunda grúa pórtico, y no hicieron nada". Esa es la realidad. Los plazos se 
vencieron y hace un año que tendríamos que tener hecha la extensión del muelle. Entonces ¿qué pasó? 


TCP después anunció con bombos y platillos que iba a hacer una extensión más grande, que en lugar de 
ciento veinte metros el muelle iba a tener trescientos metros, que en vez de traer dos grúas se iban a traer tres, 
etcétera. Trajeron grúas usadas; hay toda una discusión que no queremos detallar ahora, aunque podríamos 
hacerlo. En realidad, estaba en cuestión si el Estado invertía, si mantenía su capital, si mantenía el 20%, si 
capitalizaba. Y en ese momento se vio la presión de la empresa privada. Todos temblaron: la ANP, el 
Ministerio, los trabajadores. En cierto momento, TCP dijo: "Si no me hacen caso, levanto mis petates y me 
voy". Con eso se irían las líneas navieras y no vendría más la MAERSK. Todos temblamos porque estábamos 
en manos de una empresa; generamos eso. 


Después se encontró una solución positiva para el país. Pero esto es una clara señal de cuando el poder está 
concentrado, cuando el Estado no tiene salvaguardas para operar, cuando el Estado no podía decir: "Bueno, si 
ustedes no cumplen yo los ejecuto y sigo adelante", como debía hacerse con cualquier empresa que licita o 
que compra un bien y tiene condiciones claras y reglas de juego. Esto no pasó. 


Entonces, la pregunta hoy es, ¿cuál es el papel que va jugar el Estado en materia de contenedores? Nosotros 
entendemos que si hay una terminal, el Estado debe tener mayorías, que no es mayorías en el negocio de 
contenedores. Digo esto porque esa mayoría va a estar signada por el manejo de la polivalente, de la Terminal 
Cuenca del Plata y su posible incidencia. Pero si el Estado se asocia a un capital para la construcción de una 
segunda terminal debe hacerlo en forma mayoritaria. 


No estamos de acuerdo con decir: "Conservemos un 5%, un 20% del paquete accionario, o un síndico". Nos 
parece que todo eso ha resultado en que el Estado termina pagando para controlar. 


Hay que decidir si el Estado va a estar o no en el negocio de contenedores; si el Estado va a salvaguardar un 
espacio como ente testigo para manejar esta cuestión y para no caer en las negociaciones de las empresas. 
Los trabajadores portuarios queremos garantías. 


La segunda cuestión de orden es la siguiente. ¿Qué garantías tienen los trabajadores portuarios? ¿Quién se va 
a hacer responsable luego si estas cifras son favorables o en contra? Si la irrupción de un segundo 
emprendimiento de estas características trae beneficios, estaremos todos contentos, tendremos más trabajo y 
garantías, ¿pero si esto no es así? ¿Si los anuncios de Cuenca del Plata son reales? ¿Qué garantías tienen los 
trabajadores? 


Nosotros charlamos estos temas en el seno de la Administración y nos sorprendió por no decir que nos 
indignó ver un proyecto de ley en el que no hay una sola cláusula que salvaguarde el derecho de los 
trabajadores portuarios. 


Hoy, los trabajadores portuarios estamos viviendo las consecuencias de una ley de puertos que, siempre 
decimos, habrá traído muchos beneficios en cuanto a los movimientos de carga, la agilidad y la eficiencia en 
esas cuestiones pero, realmente, esta norma desregularizó el trabajo portuario y lo desprotegió totalmente. En 
aquel momento no se fue capaz o no se quiso legislar en torno a estos temas. Y hoy seguimos la Ley_de 
Puertos se aprobó en 1992 y hoy estamos en 2008 con los mismos problemas: la eventualidad campea en el 
puerto, los trabajadores pelean por hacer trece jornales, no tenemos los derechos mínimos establecidos, y hay 
un elemento que se venía repitiendo y que el sindicato pone sobre la mesa. Me refiero al continuo transitar de 
los emprendimientos portuarios empresariales en el puerto. ¿Qué trae como consecuencia esto? 


Ustedes saben que hemos salido a denunciar las licitaciones constantes que hace la Administración de 
acuerdo con la ley; no lo cuestionamos. Sí cuestionamos que cada vez que la Administración o el Ministerio 
publica esos recuadritos de prensa para llamados a licitación, los trabajadores portuarios temblamos. ¿Por 
qué? Porque seguramente seamos despedidos, sin ningún derecho; porque no vamos a tener garantías de que 
si la empresa que está concesionando un espacio va a mantener a los trabajadores, va a ganar o a perder, se va 
a quedar o se va a ir. Nosotros somos el fusible de todo esto. En este momento hay dos licitaciones que acaba 
de hacer la Administración Nacional de Puertos, y una es en el Depósito 11, en el depósito frigorífico del 
Puerto de Montevideo. Allí había cincuenta trabajadores trabajando para PLANIR S.A., la empresa que 
concesionaba ese espacio. Se hace la licitación, PLANIR S.A. pierde y gana un grupo coreano denominado 
In Sung S.A. Todo el mundo está contento: la ANP porque ganó más canon y el Gobierno porque hay otro 
emprendimiento portuario, otro grupo. Las empresas discuten si tienen derecho o no. Estamos acostumbrados 
a que cada vez que una empresa gana una licitación la otra apela o cuestiona, pero nadie se preocupó de que 
quedaban cincuenta trabajadores en la calle. Esos cincuenta trabajadores ahora, a fin de año, no saben si van 
a seguir siendo portuarios, si se los va a despedir o si la empresa In Sung S.A. los va a tomar. No se previó 
ninguna cláusula que contemplara esto. 


La segunda licitación, que se hizo a los pocos meses, es la polivalente, es decir, los espacios que hoy ocupa 
MONTECOM,); que fue más resonante porque dicen que hubo irregularidades, pero nosotros vamos como 
trabajadores. El hecho es que resulta que MONTECOM, que tenía concesionados sus espacios, 
aparentemente perdería y la ganarían otras dos empresas. Esto afecta a trescientas familias de trabajadores, 
que hoy no saben qué va a pasar con su futuro. 


Entonces, por justicia, por una cuestión de lógica, decimos que si se van a hacer emprendimientos portuarios 
lo primero que se tendría que establecer es cuáles son las garantías de los trabajadores y cuáles las 
preferencias que tienen en esos nuevos emprendimientos en función de su experiencia, de que es su lugar de 
trabajo y considerando que los puertos no pueden seguir generando desempleo. Lo que no se dice cuando se 
miden las cifras de empleo es que los puertos generan empleo y mucho desempleo. Parece una contradicción, 
pero es verdad, porque se toman trabajadores y se los deja, en función de simpatías, agremiaciones, etcétera. 


Hay un ejemplo claro que siempre doy, y es el caso del puerto de Nueva Palmira. Si cualquiera de nosotros 
va a Nueva Palmira no va a encontrar un solo poblador que no haya trabajado ocasionalmente en el puerto. 
Esa es la realidad, porque las empresas toman trabajadores por pocos jornales y después los dejan, entonces 
la persona va y se busca otro trabajito, que también es zafral. Entonces, todo el mundo pasa por el puerto. 
¿Saben cuál es la lucha que estamos dando en Nueva Palmira? Que los trabajadores hagan trece jornales. La 
pelea que tiene el sindicato es tratar de que los trabajadores hagan trece jornales mensuales y obtengan un 
salario digno. 


Tenemos un polo logístico como le gusta decir a todo el mundo en Nueva Palmira. Por ahí sale la celulosa y, 
sin embargo, los salarios son de $ 4.000. El "boom" de la madera en materia portuaria da $ 4.000 de salario, 
que, además, son irregulares. Los trabajadores que trabajan para Botnia en la descarga y carga de la celulosa 
ganan $ 4.000. Son trabajadores de una empresa tercerizada, Río Estiba S. A., que tuvieron un conflicto hace 
poco para lograr que la empresa les garantice trece jornales, y no se logró. Esa es la realidad de este país en 
materia portuaria 


Entonces, nosotros queremos que los legisladores tomen estos planteos de protección de los trabajadores y 
que se incorporen a la discusión de los nuevos emprendimientos portuarios. 


Por último, me quiero referir a algo que nos sorprendió, que no le encontramos explicación y que las 
explicaciones que vistumbramos no nos conforman. Hace muchos años que se está discutiendo el proyecto 
portuario, pero creímos que las cosas estaban claras y que se iba a trabajar en ese sentido. Parecía que el 
proyecto país, una vez terminada la Ley de Puertos lo escuché de la izquierda, y del Legislador Abreu, del 
Partido Nacional, una vez rematada la segunda terminal de contenedores, y sobre el cual íbamos a trabajar la 
izquierda hizo una apología de eso pasaba por el puerto de aguas profundas de La Paloma. Ese era el 
proyecto país. 


Cuando se empiezan a charlar sobre los planes de inversión de la Administración y del Estado se habla de 
invertir en esto, de descongestionar el Puerto y de direccionar la discusión del país en su conjunto hacia el 
puerto de aguas profundas. El hecho de que el Ministerio haya encomendado a un grupo español de abogados 
para que estudie y tenga preferencias de iniciativas en el tema del puerto de La Paloma, no nos olió bien. No 
preguntamos: ¿por qué eso no se está estudiando donde se están analizando los otros proyectos portuarios? 
¿Por qué se lo separó? ¿Por qué se lo dieron a un grupo español? ¿Por qué no lo está estudiando la 
Administración y la Comisión de Transporte, todos juntos, analizando algo que es un proyecto país que va a 
trascender a los gobiernos? Pero no, se lo separó. Se sacó de la discusión a la Administración. 


Luego aparece una cláusula en esta ley que nos asombra, porque no sabemos qué tiene que ver. En un 
proyecto que intenta resolver un problema complejo como es el de la segunda terminal de contenedores, 
aparece una cláusula que hace referencia al puerto de La Paloma. A nosotros nos da la impresión de que al 
puerto de La Paloma lo estamos pasando a un elegante segundo lugar. Es decir, creo que se está habilitando, 
en una suerte de pasar desapercibido, que haya emprendimientos menores en La Paloma. Eso es lo que 
siempre hemos criticado, se lo cuestionamos a Cáceres, y lo volvimos a hacer con Rossi. Aquello que se 
decía en su momento: "No podemos permitir que una empresa venga y ponga una cinta transbordadora o una 
planta de granos y utilice el puerto de aguas profundas", se está haciendo, al pasar, en esta ley, porque se 
convierte en un artículo de una ley que tiene como eje fundamental el de la segunda terminal. Sin embargo, la 
discusión previa era acerca del puerto de aguas profundas, que debíamos discutirlo con nuestros vecinos y 
empezar a direccionar la inversión del Estado hacia ese puerto, que implica mucho capital. Estábamos todos 
contestes en esto, y lo escuchamos de todas las bancadas. Y resulta que hoy el puerto de aguas profundas no 
se discute más. Se discute que vamos a poner una planta gasificadora, si los vecinos lo permiten, y si la 
madera sale o no de PORTUCEL. Hasta ahí llega la discusión 


Sin embargo, los trabajadores estamos diciendo que ese es el proyecto país y que tenemos que trabajar en él. 

No es como dice Rossi, que por mucho perfeccionar no hacemos nada. No, queremos hacer cosas concretas, 

direccionar inversión, empezar a trabajar en ese proyecto y comenzar a negociar con nuestros vecinos. Por lo 
tanto, nos asombró verlo empequeñecido en una cláusula de una ley. 


Sé que me fui un poco de tema, como siempre, pero queremos charlar acerca del punto central. Más allá de 
las decisiones que se tomen no quisiéramos encontrarnos, al final de esta discusión, con que el problema de la 
eventualidad de los trabajadores sigue sin ser resuelto. Queremos traspasar la responsabilidad a los 
legisladores y dejar en claro que si no se toman decisiones en torno a los trabajadores es porque no se quiere, 
porque ahora está en discusión este proyecto. No se nos puede decir que se olvidaron. La responsabilidad está 
en esta instancia, al discutir esto. No haremos todos los esfuerzos posibles si esta ley no prevé garantías para 
los trabajadores portuarios. 


SEÑOR PEREIRA.- Quiero agregar algo a lo que señaló el compañero. 


El Puerto de Montevideo, para localizarnos en un contexto adecuado, es un lugar donde, evidentemente, 
quien allí opera goza de determinados beneficios, como exenciones tributarias, maquinaria que se trae en 
régimen de admisión temporaria, bajo riesgo de personal y tarifas fijas en dólares, lo que hace que sea un 
sector estable. Si a esto le agregamos que hay una protección a buques e instalaciones portuarias que es de 
aproximadamente US$ 15 por contenedor, vemos que evidentemente la actividad que se desarrolla en los 
puertos está enmarcada en un tono altamente lucrativo y con poco riesgo. Digo esto para ubicar el aspecto 
medular de la conversación que estamos manteniendo, porque es importante centrar en estos aspectos lo que 
hace a la realización de la segunda terminal que está proyectada. |Esta terminal tiene una connotación muy 
importante en cuanto a que estamos hablando de la entrega de soberanía, de un espejo de agua que forma 
parte del territorio nacional. En base a eso, pienso que si se llegara a establecer el mecanismo por el cual se 
concrete la creación de la segunda terminal, el Estado debería tener una fuerte presencia en el control de la 


operativa y del espacio, o sea, que un negocio altamente lucrativo, que es el principal rubro del Puerto, como 
es el movimiento de contenedores, no sea objeto de la explotación privada. Evidentemente, estaríamos 
entregando una parte muy importante de nuestra actividad a empresas que, en su mayoría, pueden respetar o 
no lo que son las normas laborales del país. Esta situación nos preocupa, teniendo en cuenta el grado de 
incidencia que pueda tener en ella la ANP-Estado. 


Como trabajadores portuarios, en el correr del tiempo, a partir del año 1992, hemos visto cómo la Ley 
N? 16.246 consagró un estado de falta de derechos hacia los trabajadores, perpetuando a grados extremos 
algunas condiciones, como la eventualidad perpetua y la falta de cobertura médica. También podríamos 
agregar la falta de aportes a la previsión social. 


Todos los casos y las situaciones a los cuales nos referimos han sido pilares fundamentales de nuestra lucha. 
Y pienso que también deben serlo del Gobierno de turno, como de los Gobiernos que han instaurado la ley 
referida anteriormente. 


Creemos que el Estado debe tener una participación fundamental, porque el que venga si es que se da la 
creación de la segunda terminal va a utilizar parte del ahorro público para su ejecución. Entonces, más allá de 
la compañía que venga a instalarse en el país y utilice los fondos que el Estado le pueda brindar o el crédito 
que pueda conceder, evidentemente, los trabajadores queremos estar contemplados y que se nos proteja, ya 
sea frente a la posibilidad de que se lleve a cabo un desarrollo en conjunto entre el Estado y un privado, o 
bien de carácter totalmente estatal, algo que no va a suceder porque es inviable. 


En definitiva, estamos viendo cómo nuevamente el trabajador portuario puede quedar sumamente 
desalineado con respecto a los planteos y las ofertas realizados para la instalación de la segunda terminal, 
porque la protección al trabajo sigue tan endeble como a partir del año 1992. 


Aclaro que no nos importan las empresas que vengan a instalarse al país, o sea, quién sea el que en definitiva 
administre el proyecto o se instale una vez realizado, pero sí que este proyecto abarque al trabajador portuario 
que es el que hasta el momento ha desarrollado con idoneidad y profesionalidad las tareas en el Puerto de 
Montevideo. Hace poco hemos tenido un caso que nos ha tocado muy de cerca, una licitación por la cual la 
empresa más referente en el ramo en cuanto a la actividad que desarrolla, quedó relegada por una empresa 
virtual. La empresa a la que se le va adjudicar el espacio no tiene los elementos imprescindibles para 
desarrollar la tarea. En base a eso vemos cómo trescientas o cuatrocientas familias pueden quedar afectadas 
por la situación. Entonces, no estamos hablando de una utopía, porque tenemos los pies en la tierra. Sí 
tenemos la utopía en la cabeza en cuanto a que esto pueda cambiar, pero con los pies en la tierra. 


Evidentemente, la protección al trabajador, por intermedio de pliegos licitatorios o de lo que vendría a ser la 
concesión de espacios, no estuvo ni está contemplada. Entonces, tal vez habría que estudiar una forma por la 
cual las empresas que tengan determinada cantidad de personal tengan un grado mayor para ser evaluadas en 
la licitación. Habría que analizar una forma que proteja el trabajo que ya está instaurado y que se siga 
manteniendo, porque, además, el propio Gobierno vive de los aportes de esos trabajadores. Esa empresa que 
en la actualidad utiliza los espacios del Puerto está dando a los trabajadores las garantías de tener las 
coberturas necesarias y una cierta estabilidad familiar. 


En definitiva, sería un concepto amplio en el sentido de reglamentar que el trabajador portuario que viva 
exclusivamente del trabajo portuario, sea contemplado por un Registro de trabajadores que abarque al 
trabajador, por empresa o totalmente, porque puede suceder que las empresas cierren y el trabajador quede a 
la deriva. Por lo tanto, tendría que verse la forma de que el trabajador quedara amparado dentro de ese marco. 


SEÑOR BASTÓN.- Soy trabajador de la empresa MONTECOM y representante del Sindicato 
portuario. 


Creo que los compañeros han expresado en líneas generales la idea que tiene el Sindicato, luego de haber 
discutido y debatido internamente el tema en cuestión. 


Quiero hacer algunos comentarios. Entendemos que, a veces, en el marco en el cual se realizan y se 
circunscriben, las licitaciones no se adaptan a las realidades. Tal vez, las licitaciones deberían ser inteligentes, 
por decirlo así. Acá el compañero nombró una situación que es cierta, en la que hay una empresa que es 


virtual y que por el solo hecho de ser operador portuario no exigen estar trabajando en el puerto ni tener 
trabajadores ni clientes; es solamente llenar una serie de requisitos se presenta a una licitación. Pero cuando 
las empresas se presentan a las licitaciones tienen que ir acompañadas con otros requisitos, con los avales y 
las garantías de que realmente son empresas que traen trabajo. Y bueno, está bien, dentro de la normativa del 
TOCAF se contemplan todos estos requisitos previos, pero hay ciertos requisitos que proporcionan seriedad 
en cuanto a quiénes son los que se presentan, que realmente no están contemplados. Por eso hablamos de 
licitaciones inteligentes. Tal vez lo que se deba aplicar sea otro sistema, parecido a las licitaciones, según el 
cual realmente sepamos si quienes se presentan vienen con el aval del trabajo. 


Otro aspecto que me parece importante señalar es que a nuestro juicio, más allá de que esta segunda o tercera 
terminal porque algunos hablan de una tercera terminal; es una cuestión de apreciaciones y no vamos a entrar 
en eso cuente o no con la participación del Estado ese es un tema que decidirá el Poder Legislativo, es decir, 
independientemente de quién tenga la representatividad mayoritaria, los trabajadores portuarios debemos 
estar contemplados. Y cuando hablamos de trabajadores portuarios nos referimos a todos y no hacemos 
exclusiones. No nos parecería lógico que si mañana el Poder Legislativo decide que esa terminal sea 
administrada por el Estado, los trabajadores que hoy estamos bajo un régimen privado quedemos excluidos. 
Entonces, nos parece importante hacer mención a esta posibilidad, ya que no depende de nosotros, sino que 
es una decisión del Poder Legislativo. 


El otro punto que también nos parece importante marcar acá, sobre el Sistema Nacional de Puertos y el país 
productivo, es que debería haber una coherencia. Digo eso porque en el puerto de Fray Bentos se ha hecho 
una inversión, se ha realizado una extensión del muelle, y resulta que ahora está inhabilitado porque no tiene 
barcos ni cargas para mover. Entonces, ahí no hubo un hilo de coherencia, ya que se dio a la empresa Botnia 
la posibilidad de tener un puerto y es evidente que esa inversión no se debería haber hecho. Ante esa 
inversión, debió asegurarse la contrapartida de la operativa, porque allí quedaron trabajadores sin posibilidad 
de trabajar, y si bien algunos de los trabajadores de Botnia tal vez estuvieran involucrados en esas operativas, 
la realidad numérica nos dice que hay trabajadores que han quedado sin empleo. Por eso decimos que tiene 
que haber una coherencia en los proyectos y en las inversiones en este Sistema Nacional de Puertos, en este 
país productivo. Nosotros queremos un Sistema Nacional de Puertos que no genere desempleo. 


SEÑOR LLANES.- Soy trabajador de la empresa TCP. 


Solo voy a hacer dos puntualizaciones, porque hemos hablado demasiado y hemos recibido pocas preguntas 
como para saber si han tenido la comprensión del tema que queremos. 


En primer lugar, no queremos que haya un malentendido. Nosotros no queremos direccionar el trabajo hacia 
empresas que ya están establecidas; queremos que si el Estado tiene que hacer las licitaciones, lo haga sin 
condicionamientos en base a la cantidad de trabajadores que pueda tener una empresa, y que los trabajadores 
tengan esas garantías de trabajo a través de un Registro de trabajadores que dé la prioridad al trabajador 
portuario. Si no, el Estado se convertiría en rehén de las empresas que tienen cien, doscientos, trescientos o 
cuatrocientos empleados. 


En segundo término, una de las mayores preocupaciones que tenemos es la del eje laboral, cuando decimos 
que esas licitaciones, los nuevos emprendimientos, todos esos movimientos dan como resultado 
incertidumbre en el trabajo. Y la única solución que nosotros vemos y aceptamos propuestas a discutir es la 
formación de un Registro de trabajadores portuarios, a fin de situar al trabajo portuario como uno de los 
sectores importantes del país, ya que es un sector empresarial y de desarrollo. 


SEÑOR DOMINGUEZ.- La opinión del SUPRA es importante para nosotros y lamento mucho que no 
hayamos tenido antes esta charla. Uno anda corriendo para todos lados y supone que está trabajando 
sobre la base del diálogo y con una visión de lo que puede estar pasando en materia fluvial, marítima y 
portuaria. 


Creo que hay que jerarquizar el tema relativo a cuál es la garantía de los trabajadores portuarios. En el 
transcurso de los años han ido pasando cosas, como por ejemplo la del puerto de Fray Bentos, que tiene la 
extensión, pero no tiene trabajo. Pero en ese caso, si bien creo que no hubo planificación, la incidencia 
privada ha hecho que el Estado fuera detrás del carro. Si bien el Gobierno tenía planes en una época lo 


discutimos acá y en varios ámbitos, todos los protagonistas, cuando se concretó la instancia la cuestión no 
anduvo por donde pensamos en algún momento. Creo que anda bien, pero desde otra visión. Pero esto es una 
cuestión que tiene una profundidad que no podremos abordar en los tiempos con que contamos ahora. 


Por otra parte, quiero dejar sentado que es fundamental para ustedes y para nosotros que ante el tratamiento 
de un proyecto de ley tenemos que observar la situación de los trabajadores. De todas maneras, más allá de 
que es el punto central de la presencia de ustedes hoy aquí, no es de los temas más grandes, porque tiene que 
haber justicia y ustedes tienen historia de luchas y de lograr que estas cosas se encuentren. También creo que 
tiene que haber una sensibilidad al menos es lo que espero de Gobiernos como el nuestro de parte del 
Gobierno para mejorar estas cosas y que se participe. Nosotros estuvimos observando el proyecto de ley y lo 
que pasa con el Sistema Nacional de Puertos. Que acá no ha habido prioridades y hemos ido detrás de los 
emprendimientos que han venido trayendo los inversores extranjeros es un hecho que salta a la vista. 


Es cierto: el puerto de aguas profundas es un anhelo histórico y en el programa de nuestra fuerza política 
tiene una dirección fundamental; está basado en que tiene que tener un ámbito regional para su existencia, no 
solo para nosotros, sino para el área, para le región, para el MERCOSUR, para América del Sur. De lo 
contrario, se transforma en algo muy ambicioso, sin resultados. 


Eso no fue así, sino al revés: vinieron quienes tenían el proyecto; nosotros nunca tuvimos el proyecto sino 
que lo tienen los privados y los extranjeros. 


No era algo menor que estuviera el proyecto; la iniciativa española era de lo más serio que se había elaborado 
hasta ese momento. Además, se trataba del estudio de un puerto de alto nivel. 


Ahora claro, está la lucha de intereses que el Gobierno debe observar, pero la presencia del puerto de 
Montevideo sigue siendo muy fuerte, que determina que empalidezcan algunos aspectos y que otros retomen 
relevancia, como la segunda terminal de contenedores. Esta es una interpretación muy personal. 


Quien habla, junto a algunos compañeros, estamos con varias de estas cosas, es decir, con proyectos fluviales 
para el puerto de Paysandú, y con el astillero, que ya está en funcionamiento gracias a esfuerzos de 
coordinación y en el que ahora hay un grupo de ingenieros, empresarios y gente que está dispuesta a sacar 
este emprendimiento; tan es así, que ya se están reparando barcos. Eso lleva un paso extraordinario. Estos son 
requerimientos regionales, no aparecen por arte de magia, sino porque hay que sacar trabajo. 


Comparto que el puerto de La Paloma no es el principal tema que tendríamos que estar analizando acá; 
ustedes están bien ubicados al saber qué es lo que precisan el país y los trabajadores, aunque no tengo una 
visión tan negativa porque se está trabajando muy fuerte. El Sistema Nacional de Puertos debe estar 
integrado por los trabajadores, es algo fundamental que tal vez se nos pasó por ser demasiado obvio. 


Hemos discutido mucho la Ley de Puertos ya sabemos cómo es y creo que el gran problema que presenta es 
el relacionamiento con los trabajadores. En lo demás ha sido moderna y hemos reconocido que ha traído los 
movimientos que hoy requiere el mundo capitalista. Hay puertos que se están instalando, se meten con todo y 
están participando empresas navieras, cosa que es muy peligrosa. 


Lo relativo al puerto de aguas profundas de La Paloma debe ser discutido por el conjunto; como no se quiere 
espantar los negocios, se crea todo un misterio, y al final no sabemos nada de nada. Sería bueno que la 
sociedad conozca y tenga más datos sobre este tema. 


El asunto central acá es la segunda terminal de contenedores. La opinión de los trabajadores era muy 
esperada por las proyecciones no tuve oportunidad de escucharlos y admito que esta Comisión no tuvo la 
iniciativa de invitarlos. Confío mucho en mi Gobierno, aunque a veces me hace dudar o pensar si estamos 
bien con respecto a las proyecciones, sobre todo ahora con la crisis mundial. ¿Cómo quedamos? Hay 
opiniones a favor y en contra de las proyecciones, pero tenemos que opinar. 


En cuanto a las licitaciones y subastas la visita ha manifestado que la subasta hubiera sido lo mejor, pero en 
el ámbito reiterado de intercambios con la Administración Nacional de Puertos nos pareció que el camino 
elegido era el mejor, debido a una serie de dificultades que se presentaban. La subasta también tiene sus 
pormenores, inclusive, el hecho de que pueda aparecer algo virtual esto también puede suceder con las 
licitaciones y se tenga que fumar, como se dice comúnmente. 


SEÑOR PEREIRA.- Como bien se ha dicho, son empresas que cumplen con los requisitos y a las que se 
termina adjudicando, pero es solo a título de rango. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Para mí la participación pasa a ser algo central; estoy pensando que este 
asunto ya no es una discusión y que hay tendencia a no participar. 


Estoy de acuerdo con conseguir dinero cuando no hay y luego ver si podemos obtener el 51%. ¿Por qué no? 
No es algo de otro mundo; se dice que el muelle C insumirá mucho dinero. ¿Por qué no paramos lo del 
muelle C y vemos si podemos obtener el 51%? Estoy reflexionando en voz alta, aunque queda registrado en 
la versión taquigráfica, documento que después va a circular. 


Estamos tratando de discutir con muchas compañeras y muchos compañeros esta cuestión; me parece que es 
muy importante que ustedes participen porque, por lo visto, parecería que no han participado mucho. 


Estoy de acuerdo con lo relativo a la soberanía. Tal vez no podamos con algunas cosas pero, ¿con qué sí 
podemos? Tal vez con el puerto de La Paloma no podamos. ¿Cómo hacemos? 


¿El 20% en TCP sirve o no? Hay posicionamientos que dicen que no sirve para nada, que estamos pintados, y 
hay opiniones que afirman que no es así, que se sabe qué pasa. Creo que ha sido importante la presencia del 
Estado. 


¿Hay diálogo entre los gremios portuarios y la Administración Nacional de Puertos? ¿Se ha hablado de estos 
temas, que son vitales? Esto debería hacerse de la misma manera en que hicimos el programa de nuestra 
fuerza política, es decir, con la participación de todos. Esta es una gran carencia que hoy tenemos, pero no es 
tema de esta Comisión sino de la fuerza política. Debemos tener un ámbito para discutirlo y después 
fraternalmente tratarlo con los demás partidos. 


Voy a hacer un repaso rápidamente. 


Me parece que la garantía de los trabajadores portuarios es un tema que tal vez tenga más soluciones que 
problemas. Creo que es imprescindible que se abra más el juego en cuanto a la proyección del Sistema 
Nacional de Puertos. Y por supuesto estamos de acuerdo con discutir fraternalmente con quienes 
corresponda, el hecho de que la soberanía sigue siendo un factor preponderante. Además nadie dice que este 
negocio no siga adelante a pesar de los PBI y las crisis mundiales, al contrario, todos dicen que el sistema 
logístico no para, aunque haya caídas en las gráficas de los Producto Bruto Interno. Entonces, con más razón 
nosotros debemos tener una noción clara de lo que estamos haciendo. 


SEÑOR SILVA.- Hemos seguido el tema bastante de cerca y creo que nos han aportado elementos 
importantes, porque el Presidente de la ANP ha concurrido con frecuencia a Rivera de donde somos, y 
también hay un planteo para el puerto libre en Rivera. 


Creo que el tema de la logística últimamente ha tenido una dinámica importante. Sinceramente, pienso que el 
país productivo no es contradictorio con el país con una logística importante. Entiendo que la muestra de 
estos cambios es el cambio del propio sindicato que se tuvo que readecuar al nuevo sistema y creo que estos 
cambios son positivos. 


Concretamente, quisiera saber cómo ha sido la relación entre el nuevo sindicato y la nueva Administración, si 
se ha tratado de buscar algún acuerdo en las licitaciones, por ejemplo, para tratar de mantener el personal 
cuando cambia una empresa. Se planteaba mantener la fuente laboral permanente. Yo supongo que el 
sindicato debe tener un registro de estos funcionarios que están permanentemente trabajando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a agregar algunas preguntas, pero primero quiero hacer una afirmación. 


Yo tengo una gran duda con respecto a lo que va a suceder con la actividad portuaria por una sencilla razón: 
el nivel de actividad de la economía va a caer, más allá de lo que tiene obligación de decir el Ministro de 
Economía y Finanzas. Y no quisiera estar en su lugar en este momento, porque además de un buen técnico, lo 
considero una gran persona y un hombre muy preocupado por la realidad del país. Acá lo que no se plantó no 


se va a cosechar y, por lo tanto, no se va a transportar. Y recién se va a plantar el año que viene y se va 
cosechar el otro año, y ahí recién se va a transportar. Entonces, acá hay decisiones que, lamentablemente, van 
a afectar a toda la actividad económica del país, en especial al transporte, tanto terrestre como marítimo. De 
alguna manera, eso nos dice que el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas perdió el tiempo con 
algunos proyectos y que seguramente debió implantar y conquistar algunas inversiones en un momento 
anterior. 


Ahora bien, seguramente el eje de esta comparecencia esté en la situación de los trabajadores, y coincido 
totalmente con la necesidad de su protección, pero quiero decir que yo no comparto mucho el mecanismo del 
registro. Desde que estamos en esta Legislatura faltan dos registros, uno es este que ustedes están 
proponiendo y el otro es el registro de siglas, y faltaría un tercero, que es el registro de registros. Aunque esto 
parezca gracioso o más que gracioso, tal vez hasta bobo, lamentablemente es así. Hemos hecho un brutal 
esfuerzo de registrar todo, pero si uno mira, con el registro de endeudados no se hizo nada, ni siquiera se ha 
registrado gente en el registro de rematados. Entonces, la mayoría de los registros han servido para nada en 
términos prácticos. Creo que lo tenemos que hablar con el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas es 
con respecto a incluir en el proceso de licitación algunas cosas, algunos requisitos adicionales. Uno de ellos 
es el de la permanencia de los trabajadores como obligación a las empresas que vengan a ocupar 
determinados espacios. Esa es una tradición del Uruguay. El Uruguay tiene en todos sus partidos, una 
tradición de protección a la seguridad laboral. Tal vez alguno, en algún momento la ha abandonado, pero 
existe una tradición nacional que los colorados tuvieron en el batllismo, que los blancos tuvimos en Herrera, 
Roxlo, Fernández Crespo y en el wilsonismo, y creo que las líneas de casi todos los partidos del Frente 
Amplio la han seguido. Inclusive, hasta me animaría a dar el nombre de José D' Elía ya que di nombres de los 
otros partidos, como líder de esa lucha de protección al trabajador dentro de la izquierda y Presidente del 
Frente Amplio, pero han tenido muchos. 


Creo que acá, más que registrar y registrar la mala suerte, lo que hay que hacer es tomar alguna medida 
práctica. La medida práctica es proteger al trabajador. Y después proteger también la capacidad de Uruguay 
de brindar servicios. A mí me gustaría conocer algún detalle más acerca de los pliegos licitatorios que 
hicieron que una empresa, sin la infraestructura necesaria y, aparentemente, sin las capacidades y los 
antecedentes necesarios, pudiera acceder a un lugar de trabajo desplazando a una empresa con antecedentes, 
infraestructura y capacidades, porque las licitaciones en este país en todos los ámbitos no solo tienen la 
obligación de atender la parte financiera y la capacidad de contratar, sino de garantizarse de la capacidad de 
brindar el servicio y la permanencia en él de modo adecuado. Por lo tanto, sinceramente, me gustaría que nos 
aportaran ese pliego licitatorio y las explicaciones de la falta de exigencias debidas, en cuanto a la capacidad 
de la empresa porque, indudablemente, habrá que enmendar la plana en este sentido si ha habido una 
licitación que solo atienda algunos aspectos y no dé las garantías necesarias para que el servicio portuario, del 
que estemos hablando, se haga en las condiciones que se debe hacer. 


Por último, quiero decir que me queda una gran duda sobre cuál es la posición de estos sindicatos acerca de 
los trabajadores del interior de la República. Montevideo ha disfrutado por muchos años el privilegio de ser 
la capital del país, de tener todo el consumo que implica la inversión y el gasto público estatal, así como 
también ha disfrutado de los beneficios de ser ciudad puerto. Realmente, eso ha llevado a un proceso de 
concentración del ingreso y de la riqueza que es creciente en el Uruguay. Como políticamente esto se va a 
seguir concentrando, vemos la posibilidad para nuestros pueblitos del interior acá los legisladores somos 
representantes de esas realidades del interior de que a través de la instalación de algunos puertos, de algunos 
centros logísticos y de algunos espacios, el Uruguay se pueda equilibrar un poco en lo que es el reparto de la 
torta entre el área metropolitana y el interior de la República. 


Nos gustaría conocer la posición de estos sindicatos o de este sindicato que unifica sindicatos para saber 
dónde estamos parados en este sentido. 


Supongo que ustedes anotaron las preguntas de los señores Diputados Domínguez, Silva y las mías; si no, las 
repetimos rápidamente. 


SEÑOR BASTÓN.- Con respecto a la apreciación del decrecimiento en cuanto al movimiento 
marítimo, no lo compartimos. No tenemos esa visión por experiencias anteriores; me refiero a la crisis 
de 2002, con una situación diferente. ¿Por qué decimos esto? Porque la capacidad de movimiento de 
exportación siempre ha estado en límites y en cantidades que no han sido significantes. Si bien el 


proceso que vivimos de bonanza a nivel planetario se reflejó en los contenedores refrigerados, no es el 
eje del movimiento. 


También hay un tema técnico. Hoy en día, las empresas que están en el manejo de contenedores no apuestan 
solo a eso. Pretenden tener un centro de distribución para que diferentes armadores confluyan a fin de 
distribuir en otros buques las cargas para su destino final. Quienes puedan llegar a presentarse en la 
licitación, independientemente del resultado a nivel legislativo, vienen con el negocio debajo del brazo, con 
dos posibles opciones. Como armador propio, puedo instalarme para mover los contenedores y lo que pase en 
el resto me importa tres pepinos. La otra variante es que alguien venga con un negocio previo y que sepa que 
confluirá buques que utilizarán esa terminal, como sucede hoy con la Terminal Cuenca del Plata y parte de la 
tarea que hace MONTECOM S.A.. Estas empresas redistribuyen las cargas para destinos finales o 
alternativos. 


Creo que hay algunos elementos que ayudan a que esta situación sea así. Uno es la estabilidad en las 
relaciones laborales. Convengamos que en las negociaciones pactadas desde el inicio de los Consejos de 
Salarios hasta el momento, los trabajadores portuarios hemos hecho un solo paro; otros trabajadores en todo 
su derecho han establecido una conflictividad importante en el puerto de Montevideo. Nuestra postura 
demostró que somos un gremio que hemos tratado de apostar al diálogo, a buscar una solución y a tener el 
plus de la confiabilidad. Este es un aspecto importante. 


A todo esto debemos sumar la calidad de nuestro trabajo. Los promedios en las operativas portuarias, en 
comparación con la región, son importantes, a pesar de que a veces no contamos con la mejor infraestructura. 
Eso deja en claro la profesionalidad y la calidad de mano de obra que hay en el puerto de Montevideo. Por 
ende, pretendemos que eso siga así y la mejor manera de lograrlo es protegiéndola a través de un registro de 
trabajadores portuarios. 


Con respecto a los puertos del interior, entendemos que los tenemos integrados. El compañero Suárez hizo 
una mención clara al puerto de Nueva Palmira, donde tenemos una sede sindical. Lo mismo sucede con los 
trabajadores del departamento de Río Negro que trabajan en Botnia. Entendemos que esos trabajadores están 
integrados, que los representamos. Aspiramos a que esos puertos tengan posibilidad de mover y de transferir 
cargas. Sin embargo, hay un tema con el dragado porque la posibilidad de acceder a los puertos del litoral 
está en función del calado que pueda tener el Río Uruguay. Ese es un tema que escapa a nuestra voluntad y 
que tiene que ver con decisiones gubernamentales. Sin embargo, se ha mejorado bastante y hay una prueba 
clara con la cantidad de toneladas movidas en el puerto de Nueva Palmira. Tenemos esperanzas de que los 
puertos del litoral tengan tanto protagonismo como el de Montevideo. 


Por supuesto que no creemos en la centralización. Sucede que hay factores naturales que llevan a que esos 
puertos del interior no tengan las posibilidades del puerto de Montevideo, que es natural y que goza de 
privilegios no solo en lo local sino en lo regional. La forma de complementar las carencias de los puertos del 
litoral será por medio de una política de dragado. 


SEÑOR SUÁREZ.- Me temo que por todas estas preguntas nos estemos desviando de los objetivos 
principales. 


Todos los temas portuarios son muy discutibles. Lo primero que quiero aclarar es que existe un diálogo. El 
tema es que el Gobierno es Gobierno y los trabajadores somos trabajadores, y tenemos diferencias 
sustanciales. Si vamos a cosas concretas, vamos a coincidir con el señor Diputado en que acá hay un tema 
que entró por la ventana y que nos modificó la discusión. No estaba en nuestra agenda ni en la de los señores 
Diputados discutir el asunto de la segunda Terminal de Contenedores. Este tema entra tarde, yo coincido con 
eso. Entra tarde porque la discusión se dio. Entonces, cuando me preguntan si hay diálogo o no, yo respondo 
que sí hay diálogo, pero que yo ya lo discutí. Uno discute, planifica, está o no de acuerdo y se sigue una línea 
de acción. Desde el arranque se discutió cuáles eran los proyectos de inversión para poder descongestionar. 


La situación y el crecimiento portuario no son nuevos. Sí creo que las empresas, como siempre, juegan al 
achique y a veces achican demasiado para cubrir sus propios negocios. La valentía de la Administración 
estuvo en el hecho de devolverles la pelota y decirles que el crecimiento podía ser mayor que el que 
manifestaban; ahí se armó la hecatombe. 


A nuestro juicio, tenemos que discutir cuáles proyectos son viables en tiempo y forma y cuáles son los que 
nos permiten descongestionar, con un crecimiento portuario que se sostiene hay matices en esta delegación 
sindical con respecto a eso, no solo en función de las condiciones internas, sino de las regionales. La 
competencia es grave, las condiciones pueden cambiar de un día para otro y las crisis influyen en mayor o 
menor grado. Lo que sí se comprueba es que los movimientos portuarios crecen aun en crisis, pero hay que 
ver cuánto crecen. Esa discusión es muy técnica para nosotros, la tomamos como un aporte. 


También hay diferentes visiones de las empresas portuarias, algunas dicen que no y otras que sí. Si nosotros 
nos hubiéramos quedado simplemente en la inversión, hoy TCP no estaría haciendo trescientos metros de 
muelle, sino que estaría haciendo los ciento veinte que le marcaron las condiciones del Estado. Los 
empresarios no son tontos, vamos a creer en esto. 


El tema es que los negocios tienen que ser sustentables con los trabajos que se ponen. Créanme que uno está 
quemado con leche y este no es un problema de gobiernos o de tendencias en el gobierno, pero yo estoy 
cansado de escuchar, desde Cáceres hasta ahora, que cada emprendimiento portuario trae miles de fuentes de 
trabajo. Hay una discusión que la podemos dar a la luz de los hechos y decir quién tenía razón. El sindicato 
portuario se negó a que se le dieran los depósitos de Colonia a la firma Yazaki y parecíamos unos locos, en 
Colonia nos querían matar, tuvimos que achicar porque casi nos pegan nuestros propios compañeros. Se 
hablaba de trescientos puestos de trabajo. Sin embargo, los que trabajan en Yazaki son cuarenta; le 
entregamos los depósitos que teníamos para hacer una construcción y hoy estamos apremiados con el espacio 
para hacer una terminal. Es a la luz de estas cosas que hay que discutir. 


El crecimiento de TCP no se sustenta en nuevas líneas de barcos, más allá del poderío, sino que se concentra 
en un crecimiento general del país y en el reparto de las cargas que ya había. El crecimiento portuario, desde 
la Ley de Puertos ya estaba vislumbrado, y por lo tanto, vinieron esas leyes. 


El otro tema que para nosotros no puede pasar desapercibido es el relativo a dónde se discute, con quién se 
discute, porque uno puede tener un buen diálogo con la Administración Nacional de Puertos y estar al tanto 
de cuáles son los proyectos viables, pero ocurre que los proyectos no salen de la Administración Nacional de 
Puertos. Los proyectos pueden salir de parte de algún empresario. El proyecto de Paysandú en el que, con 
acierto, está trabajando la ANP es un ejemplo de que se puede complementar el interés departamental, el 
portuario, etcétera. Son las empresas las que empiezan a presionar porque quieren alguna cosa. En el caso de 
Paysandú alguien habló de hacer un puerto al costado, y esas son las cosas que nosotros pretendemos que el 
Estado direccione. No estamos diciendo que no vengan las empresas o emprendimientos logísticos, estamos 
diciendo que se deben encuadrar. 


El otro día asistí a una reunión que tuvo lugar en Fray Bentos, con la presencia del Intendente Laffluf, y 
parecía ser que la discusión radicaba en si el puerto era municipal o si pertenecía a la Administración 
Nacional de Puertos. ¿Pero qué estamos discutiendo? ¡Si el problema del puerto es que no tiene trabajo! 
Empezamos a querer sacar réditos de los discursos y no es esa la cuestión. Nosotros pensamos que si se hace 
una inversión, como país, nos debemos poner de acuerdo en la forma en que direccionamos las cargas y 
cuáles son los mecanismos que tiene el Estado cuando viene un inversor. 


El problema de la infraestructura no es exclusivo del Uruguay. Hay países que tienen problemas de 
infraestructura por tener poca y otros porque tiene de más. Es tan malo un caso como el otro. En el Tercer 
Mundo, posiblemente es más malo tener de más que no tener. Esta es la discusión. 


Lo primero que debemos analizar es dónde se centra la discusión. Coincidimos en que tiene que haber un 
Sistema Nacional de Puertos que permita que el Gobierno, a través del Ministerio, marque los lineamientos 
principales. La ANP, que es el órgano que tiene que controlar los negocios portuarios, debe ser el centro de 
esa discusión. Entonces, debemos discutir en ese ámbito. Pero el proyecto Río Tinto no pasó por la ANP, los 
proyectos portuarios que se están discutiendo, tampoco. Inclusive, al proyecto de La Paloma, la ANP lo 
agarró después. Entonces, yo me pregunto, ¿cómo alguien puede estar proyectando una segunda terminal 
cuando, quizás, otra persona puede estar proyectando algo contradictorio? Luego resulta que terminamos 
haciendo lo complementario, porque es el camino del medio. 


Nosotros decimos que la discusión se tiene que dar en función del Sistema Nacional de Puertos. Ahora surge 
una nueva discusión, ¿el país está preparado? Rossi está discutiendo con empresarios y con los legisladores la 
creación de una especie de URSEA logística. Eso puede ser bueno o malo. No estoy opinando sobre eso, 


simplemente estoy diciendo que se abre otro frente de discusión. Para nosotros la logística no es 
contradictoria, pero obviamente puede favorecer o destruir a un país. Los corredores bioceánicos de los que 
tanto hablamos nos favorecen, pero en la escuela ya nos dijeron que son formas rápidas de salir de las cosas. 
Por lo tanto, tenemos que ver con qué porción del negocio nos estamos quedando. Ese es el tema de fondo. 


Esto nos lleva al tema de los contenedores. Independientemente de la discusión en torno a si debe haber o no 
una segunda terminal, nosotros preguntamos con qué porción del negocio se está quedando el país, 
independientemente de los trabajadores. No es cierto que para nosotros el tema principal sea el de los 
trabajadores como sindicato, tenemos las herramientas para pelear por los trabajadores, también queremos 
opinar sobre el país y sobre el futuro. Estamos diciendo que en este emprendimiento nos estamos quedando 
sin posibilidades. 


Hasta ahora teníamos el escenario de que todo el país comenzaba a discutir sobre un puerto de aguas 
profundas, obviamente que siendo conscientes de que ese emprendimiento no puede pasar solo por una 
simple inversión del Estado. Hay que direccionar mucha cosa, discutir con mucha gente y con capitales 
privados para la concreción de este gran proyecto. 


Además, se dijo que el Puerto se descongestionaba con la creación de un muelle C. La consultora del BID 
calculó una inversión de US$ 40:000.000, pero se fue a US$ 80:000.000. Ahora tenemos que decidir si lo 
hacemos o no lo hacemos. Nosotros entendemos que hay que hacerlo rápidamente porque se están perdiendo 
los tiempos, y en eso sí coincidimos. No se puede estar dos o tres años discutiendo un proyecto que viene del 
plan maestro de la ANP y resulta que ahora es más rápida la discusión de la segunda terminal que lo del 
propio muelle C. Creemos que hay que hacer ese muelle y empezar a descongestionar el puerto. 


Por otra parte, hoy se pone en funcionamiento en el Puerto el acceso norte, algo que nos parece muy bueno. 
Ese es un avance llevado a la práctica; estamos descongestionando el Puerto de Montevideo. Lo que tenemos 
que ver es si ese descongestionamiento del Puerto de Montevideo nos permite el espacio suficiente para que 
luego, con cifras más acertadas en cuanto al crecimiento, podamos encarar el proyecto final del país. Nos 
parece que este es el eje de la discusión. 


Lo otro que no quiero que pase desapercibido es que no estamos cuestionando las licitaciones que hizo la 
ANP. Quiero que quede claro. Esto no lo hizo la ANP hoy; no es un problema nuevo que surge. El señor 
Diputado hablaba de la tradición. Bueno, la tradición de las licitaciones de la ANP con Directorios blancos, 
colorados o frenteamplistas, es que los trabajadores siempre pagamos el precio. Esa es la tradición que hay en 
el Puerto. No es un tema nuevo. Nunca se hizo nada. La diferencia, hoy, es que en el marco actual tenemos 
un sindicato que ha sido capaz de agrupar a trabajadores de aquellas empresas que antes, si se licitaba, se los 
aplastaba y no tenían posibilidades de reclamo. Este era un problema, que ahora es distinto. 


Pero las licitaciones siempre se hicieron así. Hay un marco legal, hay un TOCAF y todo se hace dentro del 
marco de la ley. 


La Ley de Puertos fue la herramienta que justamente puso el tema de las licitaciones. Bueno, en ese marco, 
no estamos diciendo que se haya hecho irregularmente. Tampoco estamos diciendo que no se hayan 
presentado las garantías. Eso va por cuenta del compañero. Nosotros decimos que sí. Hay empresas que son 
más débiles. Y la ANP ha pedido las garantías del caso. Si se comprueba o no, bueno, está en el marco legal. 


El problema que tuvimos en esta licitación es nuevo: cuando las empresas intentan adueñarse de los espacios 
por la puerta del costado, que es lo que pasó acá. En este caso, MONTECOM no pierde porque la ANP se lo 
haya dado a otra empresa. MONTECOM pierde porque las irregularidades en el pliego de licitaciones fueron 
de gran magnitud. 


Creo va por mi cuenta y no se lo atribuyo a nadie que a la ANP, a los trabajadores, a todo el mundo le hubiese 
servido que se dijera: "Vamos a licitar. Que gane MONTECOM y no hay problemas". El problema es que las 
irregularidades son de gran magnitud. Pero eso ha sido así siempre en la historia. El señor Diputado 
Domínguez se acordará del tema de los dragados. Cuando ganaba una empresa, la otra cuestionaba; 
indefectiblemente cuestionaba. En aquel entonces, decíamos: "Pero, entonces, el Estado debe tener dragas, y 
verán que cuando esto suceda, las empresas no cuestionan más". Eso es lo que está pasando hoy. El Estado 
puso sus dragas a dragar y las empresas achican. 


Esos problemas son los de fondo. 


Lo que nosotros estamos exigiendo y nos parece muy bueno es concertar cláusulas en el marco de la ley que 
permitan garantías para los trabajadores portuarios. Que cada vez que haya un pliego licitatorio, el trabajador 
quede resguardado en su trabajo, en su antigiiedad y en su derecho al trabajo. Será por un registro, será por 
otro mecanismo, bueno, lo que estamos intentando decir es: busquemos los mecanismos. Hoy no están. 


SEÑOR LLANES.- Quedó bastante poco para decir. Creo que fue bastante amplio lo expresado por los 
compañeros anteriormente. 


Lo que quiero es puntualizar algo que no me gustaría que quedara solo como al pasar. 


En la intervención del señor Diputado se nos decía que acá, en la parte laboral hay más posibilidades de 
soluciones que de problemas, o algo por el estilo. Eso fue lo que yo entendí; que no era difícil solucionar los 
problemas que se estaban generando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que dije es que los partidos, todos, tenemos una tradición de protección 
del trabajo, de preocupación por la protección del trabajo nacional, que tenemos vocación por ese tema 
y lo que tenemos que encontrar son mecanismos hábiles para proteger al trabajo portuario, en este 
caso. Y decía que en vez del Registro prefiero la inclusión en las licitaciones de mecanismos de 
protección de los trabajadores para darles estabilidad y para que el país no pierda todo el 
conocimiento que hay detrás de cada trabajador, que es una inversión y que los economistas ahora 
llaman capital humano; en definitiva, el valor del conjunto de habilidades de las personas. 


SEÑOR LLANES.- Había entendido las cosas por la mitad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradezco la posibilidad de aclararlo. 


SEÑOR LLANES.- En ese sentido, había entendido que podíamos tener la voluntad política de todos 
los sectores de solucionar un hecho que ya está instalado, que es la inestabilidad laboral de los 
trabajadores, que hoy están sufriendo ese problema. 


Estaría muy bueno saber si podemos seguir trabajando con ustedes sobre este tema; si están abiertos a poder 
trabajar para solucionar este problema rápidamente. Es un problema que nos está urgiendo hoy, teniendo en 
cuenta que las licitaciones están hechas. 


En este sentido, soy muy directo. No estoy acostumbrado a venir a estos lugares; entonces, me gusta decir las 
cosas más directamente. ¿Tenemos o no voluntad para decir: trabajamos en conjunto y solucionamos este 
problema rápidamente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La voluntad, por supuesto, está. Yo puedo hablar en nombre de mi Partido, 
no puedo hacerlo en nombre de otro partido. Por supuesto que la voluntad está. Lo que tenemos que 
hacer es analizar los pliegos, que no conocemos, y ver en qué medida esos pliegos se ajustaron a la 
legalidad del país. Seguramente, en el caso en que no hayan tenido en cuenta ninguna protección al 
trabajador, vamos a tener algún asesoramiento por parte de la Comisión de Legislación del Trabajo de 
esta Cámara en el cual se nos ilustre acerca de cuán pertinente fueron y en cuánto atendieron la 
legislación nacional en la materia, pues nuestra legislación está llena de protecciones y de resguardos al 
trabajador. 


Voy a decir dos cosas. Número uno: que seguramente puedan tener una noticia positiva de ese diálogo. 


Número dos: que todos tenemos vocación de protección al trabajo nacional. 


SEÑOR SUÁREZ.- Les agradecemos que nos hayan escuchado y estamos a las órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los agradecidos somos nosotros. Ha sido un gusto recibirlos y nos parece 
importante lo que han planteado. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


